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CENTRO PARA LA INTEGRACIÓN Y EL DERECHO PÚBLICO 

Fundado en enero de 2005, en la ciudad de Caracas, 
Venezuela, el Centro para la Integración y el Derecho 
Público (CIDEP) es una sociedad civil dedicada al 
estudio del derecho público y los aspectos jurídicos de 
los procesos de integración regional. 

El CIDEP desarrolla principalmente actividades de 
investigación y divulgación. 

La Dirección General del CIDEP corresponde a Jorge 
Luis Suárez Mejías y la Dirección Ejecutiva a Antonio 
Silva Aranguren. La Subdirección recae en Samantha 
Sánchez Miralles. 

 

AVISO LEGAL 

Este archivo forma parte de la colección 
Constituciones de Venezuela que puede consultarse 
desde http://cidep.com.ve/constituciones 

La transcripción es una reproducción realizada por 
medios electrónicos y sujeta a un proceso de 
optimización y revisión manual por parte del Centro 
para la Integración y el Derecho Público (CIDEP), con 
el objetivo de preservar la memoria jurídica venezolana 
y facilitar su acceso. Se solicita no hacer uso comercial 
del archivo y mantener sus atributos inalterados. 

Advertimos que los archivos han sido objeto de 
cambios menores de forma en pro de la uniformidad 
de la colección. 
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El Congreso de los Estados Unidos de Vene-
zuela, después de haber escrutado los votos 
de las Asambleas Legislativas de los Estados 
Anzoátegui, Apure, Aragua, Bolívar, Cara-
bobo, Cojedes, Falcón, Guárico, Lara, Mé-
rida, Miranda, Monagas, Nueva Esparta, Por-
tuguesa, Sucre, Táchira, Trujillo, Yaracuy, Za-
mora y Zulia que forman la Unión Venezo-
lana, y por cuanto se encuentra que, unáni-
memente, ratifican aquéllas el Proyecto de 
Constitución Nacional iniciado y aprobado 
reglamentariamente por este Congreso en 
sus sesiones ordinarias del presente año, y 
el cual fue sometido a la aprobación de las 
expresadas Asambleas Legislativas de con-
formidad con el artículo 126 de la Constitu-
ción Nacional vigente, acuerda: 

1. Declarar sancionada la presente Constitu-
ción de los Estados Unidos de Venezuela, 
que será firmada en esta misma fecha por 
todos los miembros del Congreso Nacional, 
y presentar al Presidente constitucional de 
la República un ejemplar auténtico de ella 
para que sea mandada a ejecutar.  

2. El presente Acuerdo se publicará conjun-
tamente con la Constitución. 

Dado en el Palacio Federal Legislativo, en 
Caracas, a los veinticuatro días del mes de 
mayo de 1928. Año 119 de la Independencia 
y 70 de la Federación. 

EL PRESIDENTE, JUAN ANTONIO GUILLÉN. EL VICEPRESIDENTE, 
C.S. TAMAYO. LOS SECRETARIOS, RAFAEL CARÍAS Y C DIEZ DEL 

CIERVO. 

El Congreso de los Estados Unidos de Vene-
zuela, en el nombre de Dios Todopoderoso, 
y en ejercicio de la facultad que le concede 
el Artículo 126 del Pacto Federal vigente, de-
creta la presente: 

CONSTITUCIÓN 

TÍTULO I: 
LA NACIÓN Y SU ORGANIZACIÓN 

Sección primera: 
Territorio y división política 

Artículo 1. La Nación Venezolana es la 
reunión de todos los venezolanos en un 
pacto de organización política con el nom-
bre de Estados Unidos de Venezuela. Ella es 
para siempre e irrevocablemente libre e in-
dependiente de toda dominación o protec-
ción de potencia extranjera. 

Artículo 2. El territorio de los Estados Uni-
dos de Venezuela es el que antes de la 
transformación política de 1810 correspon-
día a la Capitanía General de Venezuela, con 
las modificaciones que resulten de los Tra-
tados celebrados por la República. Este te-
rritorio no podrá jamás ser cedido, traspa-
sado, arrendado ni en ninguna forma ena-
jenado a potencia extranjera ni aun por 
tiempo limitado. 

Artículo 3. El territorio nacional se divide, 
para los fines de la organización, interior po-
lítica de la República, en el de los Estados, el 
del Distrito Federal, el de los Territorios Fe-
derales y el de las Dependencias Federales. 

Artículo 4. Los Estados son: Anzoátegui, 
Apure, Aragua, Bolívar, Carabobo, Cojedes, 
Falcón, Guárico, Lara, Mérida, Miranda, Mo-
nagas, Nueva Esparta, Portuguesa, Sucre, 
Táchira, Trujillo, Yaracuy, Zamora y Zulia. 

Artículo 5. Los límites generales de cada 
uno de los Estados son los que actualmente 
tienen, y se determinan por los que señaló a 
las antiguas provincias. La Ley de 28 de abril 
de 1856, con las variaciones provenientes de 
la creación del Distrito Federal y de los Te-
rritorios y Dependencias Federales, más las 
introducidas por la Constitución Nacional 
de 5 de agosto de 1909 y las convenidas en 
1917 entre los Estados Aragua y Carabobo. 
Los Estados limítrofes pueden, mediante 
convenios que aprueben sus respectivas 
Legislaturas, modificar su común frontera, 
haciéndose recíprocamente las compensa-
ciones o cesiones de territorio que tengan a 
bien. 
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 Artículo 6. El Distrito Federal será organi-

zado por Ley especial y se compondrá de los 
Departamentos Libertador y Vargas. El pri-
mero lo forman la ciudad de Caracas junto 
con sus Parroquias foráneas: El Recreo, El 
Valle, La Vega, Antímano, Macarao y Ma-
cuto. 
La ley determinará las atribuciones de la 
Municipalidad del Distrito Federal de modo 
que no sea entrabada en él la acción política 
del Poder Federal. 

Artículo 7. La ciudad de Caracas es la capi-
tal de los Estados Unidos de Venezuela y el 
asiento del Gobierno Federal, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el inciso b), atribución 24 
del Artículo 100 y en la atribución 25 del pro-
pio Artículo. 

Artículo 8. Los Territorios Federales son el 
Amazonas y el Delta Amacuro. Se organiza-
rán por leyes especiales y sus límites son los 
que respectivamente tienen en la actuali-
dad. 
Los límites de dichos Territorios y los del 
Distrito Federal con los Estados vecinos po-
drán ser modificados mediante Convenios 
que con los Gobiernos de éstos celebre el 
Poder Ejecutivo Federal y aprueben el Con-
greso Nacional y las Legislaturas de los res-
pectivos Estados. 

Artículo 9. Los Territorios Federales Amazo-
nas y Delta Amacuro y los demás que se 
crearen conforme al Artículo siguiente pue-
den optar a la categoría de Estados, siem-
pre que reúnan las condiciones siguientes: 
1. Tener por lo menos la base de población 
requerida para la elección de un Diputado 
conforme a esta Constitución; 
2. Comprobar ante el Congreso que están 
en capacidad para atender al servicio pú-
blico en todos sus ramos y cubrir los gastos 
que éste requiera. 

Artículo 10. Las Dependencias Federales 
son las islas venezolanas del Mar de las An-
tillas, excepto la de Margarita, que consti-
tuye el Estado Nueva Esparta. El Gobierno y 
la administración de dichas Dependencias 
corresponden directamente al Ejecutivo 
Federal hasta que la Ley las eleve a la cate-
goría de Territorios Federales. 

Artículo 11. Las controversias existentes en-
tre los Estados por razón de sus límites, y las 
que en lo sucesivo surgieren por la misma 
causa, serán decididas por la Corte Federal 
y de Casación mediante el procedimiento 
que paute la ley. 

Sección segunda: 
Bases de la Unión 

Artículo 12. Los Estados enumerados en el 
Artículo 4 forman la Unión Venezolana. 
Ellos reconocen recíprocamente sus auto-
nomías; se declaran iguales en entidad po-
lítica; conservan en toda su plenitud la so-
beranía no de legada en esta Constitución y 
declaran que el primer deber suyo y de la 
Federación es la conservación de la inde-
pendencia y la integridad de la Nación. En 
consecuencia, los Estados jamás podrán 
romper la unidad nacional ni se aliarán con 
potencias extranjeras ni solicitarán su pro-
tección ni podrán cederles porción alguna 
de su territorio, sino que se defenderán y 
defenderán a la Federación de cualquier 
violencia que se intentare en daño de la so-
beranía nacional. Asimismo se obligan a 
mantener el régimen y gobierno de la 
Unión y el de los mismos Estados sobre las 
bases fundamentales que se expresan en 
los Artículos siguientes. 

Artículo 13. El Gobierno de los Estados Uni-
dos de Venezuela y el de cada uno de los Es-
tados de la Unión es y será siempre republi-
cano, federal, democrático, electivo, repre-
sentativo, responsable y alternativo. 

Artículo 14. Los Estados se dividirán en Dis-
tritos que gozarán de autonomía municipal 
y serán independientes del Poder Político 
del Estado en lo concerniente a su régimen 
administrativo, con las restricciones que en 
esta Constitución se pautan, pero en caso 
de guerra exterior o interior el Poder Ejecu-
tivo del Estado podrá asumir también la ad-
ministración de los Distritos conforme en la 
Constitución local se establezca. 

Artículo 15. Los Estados convienen en reser-
var a la competencia federal: 
1. Todo lo relativo a la actuación internacio-
nal de los Estados Unidos de Venezuela 
como Nación soberana. 
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 Ni los Estados ni las Municipalidades po-

drán establecer ni cultivar relaciones políti-
cas ni diplomáticas con otras naciones; 
2. Todo lo relativo a la Bandera, el Escudo de 
Armas, el Himno y las Fiestas nacionales, a 
las condecoraciones y las medallas honorífi-
cas que otorgue la República; 
3. La suprema vigilancia en pro de los in-
tereses generales de la Nación venezolana y 
de la conservación de la paz pública en todo 
el territorio nacional; 
4. La Legislación que regirá en toda la Re-
pública en materia civil, mercantil, penal y 
de procedimientos; acerca de bancos, insti-
tuciones de créditos, previsión social, sani-
dad, conservación y fomento de los montes, 
las aguas y las demás riquezas naturales del 
país; trabajo, marcas de fábrica, propiedad 
literaria, artística e industrial, registro pú-
blico, expropiación por causa de utilidad 
pública, inmigración, naturalización, expul-
sión y admisión de extranjeros, y la legisla-
ción reglamentaria de las garantías que 
otorga esta Constitución; 
5. La legislación relativa a las pesas y medi-
das que se usarán en toda la República; 
6. La suprema vigilancia en pro de la recta 
aplicación de las leyes nacionales en todo el 
territorio nacional; 
7. La administración de la justicia por ór-
gano de la Corte Federal y de Casación en 
los asuntos que sean de la competencia de 
ésta, según la presente Constitución; de los 
Tribunales ordinarios en el Distrito Federal y 
en los Territorios y Dependencias Federales, 
y de los Tribunales Federales, que podrán 
actuar aún en los Estados, conforme lo de-
termine la ley en los juicios en que sea parte 
la Nación venezolana, en los procesos mili-
tares, en los referentes a tierras baldías, mi-
nas y salinas, y en los procesos fiscales rela-
tivos a impuestos federales. 
La ley puede atribuirles a los Tribunales de 
los Estados las funciones de Tribunales Fe-
derales, en los casos que se dejan mencio-
nados; 
8. Todo lo relativo al Ejército, la Armada y la 
Aviación Militar. 
Ni los Estados ni las Municipalidades po-
drán mantener otras fuerzas que las de su 
policía y guardias de cárceles, salvo las que 
organicen por orden del Gobierno Federal. 
El Ejército se formará con el contingente 
que proporcionalmente a su población se 

llame al servicio en cada uno de los Estados, 
el Distrito Federal y los Territorios y Depen-
dencias Federales. 
La ley reglamentará la formación de las mi-
licias ciudadanas, sin perjuicio de que ella 
pueda organizar también el sistema de en-
ganches por contrato.  
Todos los elementos de guerra que se ha-
llen en el país o se introduzcan del extran-
jero pertenecen a la Nación; 
9. La legislación sobre Instrucción Pública. 
La instrucción primaria elemental es obliga-
toria y la que se dé en Institutos oficiales 
será gratuita; 
10. Todo lo relativo a la formación del Censo 
y la Estadística nacionales, debiendo coope-
rar en ello los Estados y las Municipalidades, 
según lo disponga la ley. 
Para todos los actos en que sea menester 
tomar como base la población, así de la Na-
ción como de los Estados, servirá de norma 
el último censo de la República aprobado 
por el Congreso. 
El Censo Nacional se hará en las oportuni-
dades que señale la ley; 
11. Todo lo relativo a la organización y régi-
men del Distrito Federal y de los Territorios 
y Dependencias Federales; 
12. Todo lo relativo a la moneda venezolana 
cuyo tipo, valor, ley, peso y acuñación fijarán 
exclusivamente las leyes nacionales, y a la 
circulación de la moneda extranjera; 
13. Todo lo relativo a la navegación aérea, la 
marítima y la fluvial, los muelles y las obras 
para desembarque en los puertos. 
No podrá restringirse con impuestos o pri-
vilegios la navegación de los ríos y demás 
aguas navegables que no hayan exigido 
para ella obras especiales; 
14. Todo lo relativo al régimen de Aduanas 
para el cobro de derechos de importación, 
que percibirá íntegramente el Fisco Nacio-
nal, lo mismo que los de tránsito de mer-
cancías que pasen para el extranjero vi-
niendo también del extranjero. 
En las Aduanas seguirá cobrándose, ade-
más y mientras no lo elimine la ley, la con-
tribución actualmente denominada Im-
puesto Territorial, que ingresará al Tesoro 
Nacional. 
La exportación es libre y no podrá estable-
cerse ningún impuesto que la grave; 
15. Todo lo relativo a Correos, Telégrafos, Te-
léfonos y comunicaciones inalámbricas; 



CONSTITUCIONES DE VENEZUELA – CONSTITUCIÓN DE 1925 

 CENTRO  PA RA  L A INTEGR ACIÓN Y EL  DE RECHO PÚ BLIC O (CIDEP) 
PÁGINA WEB www.cidep.com.ve | CORREO contacto@cidep.com.ve | REDES @cidepVE  

6
 16. Todo lo relativo a la apertura y la conser-

vación de los caminos nacionales, esto es, 
los que atraviesan un Estado o el Distrito Fe-
deral o un Territorio Federal y salen de sus 
límites, los cables aéreos de tracción y las 
vías férreas, aunque estén dentro de los lí-
mites de un Estado, salvo que se trate de 
tranvías o cables de tracción urbanos, cuya 
concesión y reglamentación compete a las 
respectivas Municipalidades; 
17. Todo lo relativo a la organización, cobro e 
inversión de los impuestos de estampillas o 
timbres fiscales, cigarrillos, tabaco, registro, 
herencia, fósforos, aguardientes y licores y 
todos los demás que con el carácter de im-
puestos nacionales estableciere la ley; 
18. Todo lo relativo a las salinas, las tierras 
baldías, los productos de éstas, los ostrales 
de perlas y las minas. Cada Estado conserva 
la propiedad de dichos bienes respecto a los 
que se encuentren en su jurisdicción, pero 
la administración de todos ellos correrá a 
cargo del Ejecutivo Federal, que la ejercerá 
conforme lo determinen las respectivas le-
yes. En éstas se establecerá que las salinas 
son inalienables, que las concesiones mine-
ras no serán perpetuas y que los terrenos 
baldíos pueden venderse, arrendarse y 
darse en adjudicación gratuita por el Ejecu-
tivo Federal según en las mismas leyes se 
paute y salvo las reservas que en ellas se in-
diquen, entre las cuales figurará necesaria-
mente la de que los baldíos existentes en las 
islas marítimas, fluviales y lacustres no po-
drán enajenarse, y su aprovechamiento sólo 
podrá concederse en forma que no en-
vuelva directa ni indirectamente la transfe-
rencia de la propiedad de la tierra. 
La renta de salinas, perlas, minas y tierras 
baldías, inclusive el producto de la venta de 
estas últimas, ingresará al Tesoro Nacional; 
19. Lo relativo en todo el territorio de la Na-
ción a las obras públicas que sean necesa-
rias, sin que esto coarte el derecho de los Es-
tados y Municipios a emprender por su 
cuenta las que tengan a bien; 
20. En general, todas las materias que la 
presente Constitución enumera en las atri-
buciones de los diferentes poderes que 
constituyen el Gobierno Federal. 

Artículo 16. Los Estados se obligan a cum-
plir y hacer cumplir y ejecutar la Constitu-
ción y las leyes de la Unión y los decretos, 

órdenes y resoluciones que los Poderes Fe-
derales expidieren en uso de sus atribucio-
nes y facultades legales en las materias de 
la competencia federal enumeradas en el 
Artículo precedente. 

Artículo 17. Es de la competencia de los Es-
tados: 
1. Dictar su Constitución y las leyes orgáni-
cas de sus Poderes Públicos, conforme a los 
principios de este Pacto Fundamental; de-
biendo adoptar para el nombramiento de 
los Consejos Municipales, Asambleas Legis-
lativas y Diputados al Congreso el voto di-
recto y secreto, tomando como base el 
Censo electoral, según la Ley Federal de la 
materia. 
Es facultativo de los Estados conservar sus 
nombres actuales o cambiarlos. 
2. Elegir sus Poderes Públicos conforme a 
sus constituciones y leyes, sin perjuicio de 
que en las Constituciones de los Estados 
que así lo decidan se deleguen en el Presi-
dente de la República determinadas facul-
tades. 
3. Administrar la Justicia con arreglo a la Ley 
por medio de sus Tribunales, en sus respec-
tivos territorios, en todos los procesos civiles 
o penales que en ellos ocurran, salvo aqué-
llos cuyo conocimiento estuviere reservado, 
según esta Constitución, a Jueces federales. 
Los fallos de los Tribunales de los Estados no 
estarán sujetos a otra revisión que la de la 
Corte Federal y de Casación mediante los 
recursos que determine la Ley y con los 
efectos que ella paute; 
4. Organizar sus rentas, que serán: 1. El Si-
tuado Constitucional que será para cada Es-
tado la parte que proporcionalmente a su 
población le corresponda en la suma de 
diez millones de bolívares por año que se 
erogará del Tesoro Nacional en favor de los 
Estados y en compensación de la renta pro-
veniente de sus tierras baldías y de las de-
más que anteriormente constituían dicho 
Situado; Pasados tres años de estar en vi-
gencia esta Constitución el Situado de los 
Estados lo formará anualmente una suma, 
que se incluirá en el respectivo Presupuesto 
General de Gastos Públicos de la Nación, 
equivalente al 12 por 100 del total de ingre-
sos por Rentas, tomando como base para 
cada año económico el total de dichos in-
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 gresos en el año civil inmediatamente ante-

rior; La suma así fijada se distribuirá entre 
todos los Estados proporcionalmente a su 
población; 2. El impuesto de papel sellado, 
no pudiendo exigir el empleo de éste en los 
documentos relativos a la liquidación y 
pago de los impuestos nacionales, ni con el 
fin de hacer efectivas de hecho, mediante 
su uso, las contribuciones que esta Consti-
tución les prohíbe imponer; 3. El impuesto 
de consumo y las demás contribuciones 
que establezcan las Asambleas Legislativas, 
con las restricciones siguientes: a. Los Esta-
dos no pueden crear Aduanas, pues no ha-
brá sino las nacionales, ni pueden cobrar 
impuestos de importación ni de exporta-
ción, ni de tránsito de mercancías extranje-
ras de paso para territorio extranjero, ni so-
bre las demás materias rentísticas que 
constituyan impuestos federales, ni sobre 
aquéllas que son de la competencia Muni-
cipal, según el Artículo 18; b. No pueden pe-
char el tránsito de ganados, artefactos o 
producciones de otros Estados ni las cosas, 
cualquiera que sea su procedencia, que pa-
sen para otro Estado; c. No pueden pechar 
los ganados, frutos, artefactos, productos u 
otra clase de mercancías nacionales o ex-
tranjeras antes de ofrecerse al consumo ni 
prohibir el consumo de las cosas que se pro-
duzcan fuera del Estado ni gravarlo con im-
puestos diferentes de los que se paguen 
por el de las mismas cosas cuando son pro-
ducidas en la localidad; d. No pueden exigir 
para el cobro de sus impuestos la interven-
ción de la administración fiscal federal; e. No 
pueden crear impuestos pagaderos en tra-
bajo personal ni en su equivalente en di-
nero; 
5. El ejercicio de todos los demás derechos 
correspondientes a su categoría de entida-
des autonómicas, que se han reservado 
conforme al Artículo 12 de la presente Cons-
titución. 

Artículo 18. Es de la competencia de las Mu-
nicipalidades: 
1. Organizar sus servicios de policía, abastos, 
cementerios, ornamentación municipal, ar-
quitectura civil, alumbrado público, acue-
ductos, tranvías urbanos y demás de carác-
ter municipal. El servicio de higiene lo harán 

sujetándose a las leyes y reglamentos fede-
rales sobre sanidad y bajo la suprema ins-
pección del servicio sanitario federal; 
2. Administrar sus ejidos y terrenos propios, 
sin que puedan en lo sucesivo enajenarlos, 
salvo para construcciones; 
3. Organizar sus rentas, con las restricciones 
enumeradas en el parágrafo 3, número 4 
del Artículo 17 y, además, la de no establecer 
patentes sobre la agricultura, la cría ni la 
pesquería de peces comestibles. Estas in-
dustrias no podrán tampoco ser gravadas 
con patentes nacionales ni de los Estados. 

Artículo 19. Los Estados y las Municipalida-
des darán entera fe a los actos públicos y de 
procedimiento judicial emanados de las au-
toridades federales o de los otros Estados y 
harán que se cumplan y ejecuten. 

Artículo 20. Sin perjuicio de requerir los ser-
vicios de los Poderes de los Estados en to-
dos los casos en que deban prestar su 
cooperación al Gobierno Federal, éste po-
drá tener en el territorio de aquéllos los Jue-
ces federales, los representantes o agentes 
del Ministerio Público Federal, los emplea-
dos de Hacienda, Instrucción Pública, Co-
rreos, Telégrafos y Teléfonos, Sanidad, 
Aduanas, Minas, Tierras Baldías, los funcio-
narios fiscales necesarios para la recauda-
ción de los impuestos federales y las fuerzas 
que se destinen a la vigilancia de las fronte-
ras, a la conservación de la paz pública, a la 
guarnición de apostaderos y fortalezas, cus-
todia de parques y resguardo de las costas 
y puertos. 
Los Jefes de estas fuerzas y los demás em-
pleados federales en los Estados sólo ten-
drán jurisdicción en lo relativo a sus respec-
tivos destinos, sin ningún fuero ni privilegio 
que los diferencie de los demás ciudadanos 
residentes en el respectivo Estado, pero 
éste no les podrá imponer deberes que 
sean incompatibles con el servicio federal 
que les está encomendado. 

Artículo 21. El Gobierno Federal podrá erigir 
en el territorio de los Estados los fuertes, 
muelles, almacenes, astilleros, penitencia-
rías, estaciones o cuarentenas y demás 
obras necesarias para la administración fe-
deral. 
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 Artículo 22. Los Estados no permitirán en 

su territorio enganches o levas que puedan 
tener por objeto atacar la paz, libertad o in-
dependencia de otras naciones ni perturbar 
la paz interior de la República. 

Artículo 23. Tampoco podrán los Estados 
declararse ni hacerse la guerra en ningún 
caso, debiendo siempre guardar estricta 
neutralidad en las disensiones que ocurran 
entre otros Estados, mientras no sean re-
queridos a obrar por el Gobierno Federal, al 
cual deben obedecer en las medidas que 
dicte para el restablecimiento de la paz. 

Artículo 24. Ni los Estados ni las Municipali-
dades podrán negociar empréstitos en el 
extranjero y en los contratos que celebren 
regirá lo dispuesto en el Artículo 50 de esta 
Constitución. 

Artículo 25. Los Estados enumerados en el 
Artículo 4 pueden unirse dos o más para 
formar un solo Estado, pero conservando 
siempre la libertad de recuperar su carácter 
de Estados. En uno y otro caso se dará parte 
al Ejecutivo Federal, al Congreso y a los 
otros Estados. 

Artículo 26. En todos los actos públicos y 
documentos oficiales de la Nación y de los 
Estados, además de la fecha del calendario 
se citará la de la Independencia a contar 
desde el 19 de abril de 1810, y la de la Fede-
ración desde el 20 de febrero de 1859. 

TÍTULO II: 
DE LOS VENEZOLANOS Y SUS DEBERES Y 

DERECHOS 

Artículo 27. La nacionalidad venezolana se 
tiene por el nacimiento y se adquiere por la 
naturalización. 

Artículo 28. Son venezolanos por naci-
miento: 
1. Todos los nacidos en el territorio de la Re-
pública; 
2. Los hijos de padres venezolanos, cual-
quiera que sea el lugar de su nacimiento. 

Artículo 29. Son venezolanos por naturali-
zación: 

1. Los hijos mayores de edad, de padre o ma-
dre venezolanos por naturalización, nacidos 
fuera del territorio de la República, si vienen 
a domiciliarse en el país y manifestaren su 
voluntad de ser venezolanos; 
2. Los nacidos o que nazcan en las Repúbli-
cas iberoamericanas, siempre que hayan fi-
jado su residencia en el territorio de la Re-
pública y manifestado su voluntad de ser 
venezolanos; 
3. Los extranjeros que hayan obtenido o que 
obtuvieren carta de naturaleza conforme a 
la ley; 
4. La extranjera casada con venezolano, 
mientras subsista el matrimonio a cuando, 
disuelto éste y durante el año siguiente a la 
disolución, manifieste su voluntad de conti-
nuar siendo venezolano. 

Artículo 30. Las manifestaciones de volun-
tad a que se refiere el anterior Artículo de-
ben hacerse ante el Registrador principal 
de la respectiva jurisdicción en que el in-
teresado establezca su domicilio, y aquél, al 
recibirlas, las extenderá en el Protocolo res-
pectivo y enviará copia de ellas al Ejecutivo 
Federal para su publicación en la Gaceta 
Oficial. 
La nacionalidad no se considerará adqui-
rida mientras no se verifique la expresada 
publicación. 

Artículo 31. Los venezolanos tienen el deber 
de defender la Patria y cumplir y obedecer 
la Constitución y leyes de la República, así 
como también los Decretos, Órdenes y Re-
soluciones que para su ejecución dicten, 
conforme a sus atribuciones, los Poderes 
Públicos. 
No podrán comprometerse a servir contra 
Venezuela y si lo hicieren serán castigados, 
conforme lo determine la ley, como traido-
res a la Patria. 

Artículo 32. La Nación garantiza a los vene-
zolanos: 
1. La inviolabilidad de la vida, sin que por nin-
guna ley ni por mandato de ninguna auto-
ridad se pueda establecer ni aplicar la pena 
de muerte; 
2. La propiedad que sólo estará sujeta a las 
contribuciones legales y a ser tomada para 
obras de utilidad pública, previo juicio con-
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 tradictorio e indemnización, como lo deter-

mine la ley. También estarán obligados los 
propietarios a observar las disposiciones so-
bre higiene pública, conservación de bos-
ques y aguas, y otras semejantes que esta-
blezcan las leyes en beneficio de la comuni-
dad; 
3. La inviolabilidad de la correspondencia 
postal, de la telegráfica y de los demás pa-
peles particulares que sólo podrán ser ocu-
pados por disposición de autoridad judicial 
competente y con las formalidades que es-
tablezcan las leyes, pero guardándose 
siempre el secreto respecto de lo doméstico 
y privado que no tenga relación con el juicio 
que se ventile; 
4. La inviolabilidad del hogar doméstico que 
no podrá ser allanado sino para impedir la 
perpetración o la consumación de un delito 
o para cumplir las decisiones que, de 
acuerdo con la ley, dicten los Tribunales de 
Justicia en los procesos de que conozcan. 
También estará sujeto a visitas sanitarias 
conforme a la ley; 
5. La libertad personal y por ella: a. Queda 
abolido el reclutamiento forzoso para el ser-
vicio de las armas; éste ha de prestarse con-
forme lo disponga la ley; b. Queda proscrita 
para siempre la esclavitud y serán libres los 
esclavos que pisen el territorio de la Repú-
blica; c. Todos tienen el derecho de hacer lo 
que no perjudique a otros, y nadie está obli-
gado a hacer lo que no estuviere legal-
mente ordenado, ni impedido de ejecutar lo 
que no prohibiere la ley; 
6. La libertad del pensamiento expresado 
de palabra, por escrito o por medio de la im-
prenta, sin perjuicio de las responsabilida-
des en que incurran, conforme a las leyes, 
los que cometan los delitos de injuria, ca-
lumnia, difamación o ultraje; 
7. La libertad de transitar sin pasaporte, mu-
dar de domicilio, observando las formalida-
des legales, ausentarse de la República y 
volver a ella, llevando y trayendo sus bienes; 
8. La libertad del trabajo y de las industrias, 
salvo las prohibiciones y limitaciones que 
exijan el orden público y las buenas cos-
tumbres sin que puedan concederse mo-
nopolios para el ejercicio exclusivo de nin-
guna industria. Sólo podrán otorgarse, con-
forme a la ley, los privilegios temporales re-
lativos a la propiedad intelectual, patentes 
de invención y marcas de fábrica, y los que 

se acuerden, también conforme a la ley y 
por tiempo determinado, para el estableci-
miento y la explotación de ferrocarriles, em-
presas de navegación aérea, canalizaciones, 
tranvías, líneas telefónicas o telegráficas y 
sistemas de comunicación inalámbrica, 
cuando tales obras se lleven a cabo o se ins-
talen a costa del concesionario, sin garanti-
zarles proventos ni subvenirlas la Nación ni 
los Estados. 
9. La libertad de reunión sin armas, pública 
o privadamente, sin que puedan las autori-
dades ejercer acto alguno de coacción, y la 
de asociación, quedando ésta sometida a 
las restricciones y prohibiciones que esta-
blezcan las leyes. 
10. La libertad de petición ante cualquier 
funcionario público o corporación oficial, 
con derecho a obtener oportuna respuesta 
de la respectiva solicitud o representación; 
11. El derecho de acusar ante los Tribunales 
competentes a los funcionarios que incu-
rran en quebrantamiento de sus deberes. 
12. El derecho de sufragio, y en consecuen-
cia todos los venezolanos, mayores de vein-
tiún años, que no estén sujetos a interdic-
ción ni a condena penal que envuelva la in-
habilitación política, son electores y elegi-
bles para todos los cargos públicos, sin más 
restricciones que las establecidas en esta 
Constitución, y las que se deriven de las 
condiciones especiales de competencia o 
capacidad que para el ejercicio de determi-
nados cargos requieran las leyes. 
13. La libertad de enseñanza. 
14. La libertad religiosa, bajo la suprema ins-
pección de todos los cultos por el Ejecutivo 
Federal con arreglo a las leyes, y quedando 
siempre a salvo el derecho de Patronato 
Eclesiástico a que se refiere el Artículo 52. 
15. La seguridad individual, y por ella: a. Nin-
gún ciudadano podrá ser preso ni arrestado 
por deudas que no provengan de delitos. b. 
Ni ser juzgado por Tribunales o Comisiones 
especiales sino por sus Jueces naturales y 
en virtud de ley preexistente. c. Ni ser preso 
o detenido sin que preceda información su-
maria de haberse cometido un hecho puni-
ble que merezca pena corporal y orden es-
crita del funcionario que decrete la deten-
ción, con expresión del motivo que la cause, 
a menos que sea cogido in fraganti. El su-
mario no podrá, en ningún caso, prolon-
garse por más de treinta días después de la 
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 detención. d. Ni ser incomunicado. e. Ni ser 
obligado a prestar juramento ni a sufrir in-
terrogatorio en causa criminal contra sí 
mismo, ni contra sus ascendientes, sus pa-
rientes dentro del cuarto grado de consan-
guinidad o segundo de afinidad, ni contra el 
cónyuge. f. Ni continuar en detención si me-
diante decisión judicial firme quedaren des-
truidos los fundamentos que la motivaron 
ni después de prestada fianza suficiente en 
los casos en que, pendiente todavía el pro-
ceso, permita la ley la libertad bajo fianza, 
todo según lo que ella determine. g. Ni ser 
condenado a sufrir pena en materia crimi-
nal sino después de haber sido notificado 
personalmente de los cargos y oído en la 
forma que indique la ley; h. Ni ser conde-
nado a pena corporal por más de veinte 
años ni a penas infamantes. Tampoco habrá 
penas perpetuas, aunque no sean corpora-
les. i. Ni ser juzgado segunda vez por el 
mismo hecho punible. 
16. La igualdad en virtud de la cual: a. Todos 
deben ser juzgados por las mismas leyes, 
gozarán de la igual protección de éstas en 
todo el territorio de la Nación y estarán so-
metidos a iguales deberes, servicios y con-
tribuciones, no pudiendo concederse exo-
neraciones de éstas sino en los casos que lo 
permita la ley; b. No se concederán títulos 
de nobleza, ni distinciones hereditarias, ni 
empleos u oficios cuyos sueldos o emolu-
mentos duren más tiempo que el servicio; c. 
No se dará otro tratamiento oficial que el de 
ciudadano y usted, salvo las fórmulas diplo-
máticas. 

Artículo 33. La precedente enunciación de 
derechos no debe entenderse como una 
negación de cualesquiera otros que pue-
dan corresponder a los ciudadanos y no es-
tén comprendidos en ella. 

Artículo 34. Ninguna ley federal ni las Cons-
tituciones o leyes de los Estados ni las Orde-
nanzas municipales podrán menoscabar ni 
dañar los derechos garantizados a los ciu-
dadanos; las que esto hicieren serán nulas, 
y así lo declarará la Corte Federal y de Casa-
ción. 

Artículo 35. Los que expidieren, firmaren, 
ejecutaren o mandaren ejecutar decretos, 

ordenanzas o resoluciones que violen cua-
lesquiera de los derechos garantizados a los 
ciudadanos, son culpables, y serán castiga-
dos conforme a la ley, salvo que se tratare 
de las medidas dirigidas a la defensa de la 
República o a la conservación o restableci-
miento de la paz, dictadas por funcionarios 
públicos competentes, en su carácter ofi-
cial, en los casos previstos en el Artículo si-
guiente. 

Artículo 36. Cuando la República se hallare 
envuelta en una guerra internacional o es-
tallare en su seno la guerra civil o exista in-
minente peligro de que una u otra ocurran, 
el Presidente de la República, en Consejo de 
Ministros, lo declarará así y suspenderá el 
goce de las garantías constitucionales en 
todo el territorio de la Nación o en la Sec-
ción que en el propio Decreto se determine; 
pero esta suspensión no tendrá efecto sino 
en tanto se restablece la paz y quedará su-
jeta a las restricciones siguientes: 
1. En ningún caso se podrá privar a nadie de 
la vida, que será siempre inviolable, ni se po-
drán decretar ni aplicar castigos infaman-
tes. 
2. No se decretarán ni se llevarán a cabo 
confiscaciones de bienes, salvo, única-
mente, como medida de represalias en 
guerra internacional, contra los nacionales 
del país con el cual fuere la guerra, si éste 
hubiere decretado previamente la confisca-
ción de los bienes de los venezolanos. 
3. Podrá arrestarse, confinarse o expulsarse 
del territorio de la República a los individuos 
nacionales o extranjeros que sean contra-
rios al restablecimiento o conservación de 
la paz; pero tales medidas cesarán al termi-
nar las circunstancias que las hubieren mo-
tivado, salvo la expulsión de extranjeros, 
que podrá no revocarla el Ejecutivo Federal 
si no lo creyere conveniente. 

TÍTULO III: 
DE LOS EXTRANJEROS 

Artículo 37. Los derechos y deberes de los 
extranjeros los determina la ley, pero en 
ningún caso podrán ser mayores que los de 
los venezolanos. 
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 Artículo 38. Los extranjeros domiciliados y 
transeúntes que tomen parte en las con-
tiendas políticas venezolanas quedarán so-
metidos a las mismas responsabilidades 
que los venezolanos y a lo dispuesto en el 
número 3 del Artículo 36. 

Artículo 39. En ningún caso podrán preten-
der ni los nacionales ni los extranjeros que 
la Nación ni los Estados ni las Municipalida-
des les indemnicen daños, perjuicios o ex-
propiaciones, que no se hayan ejecutado 
por autoridades legítimas obrando en su 
carácter público. 

TÍTULO IV: 
DE LA SOBERANÍA Y DEL PODER PÚBLICO 

Artículo 40. La soberanía reside en el pue-
blo, quien la ejerce por medio de los pode-
res públicos. 

Artículo 41. La definición de atribuciones y 
facultades señala los límites de los poderes 
públicos; todo lo que extralimite dicha defi-
nición constituye una usurpación de atribu-
ciones. 

Artículo 42. La ley determinará todo lo rela-
tivo a la nulidad de los actos ejecutados con 
extralimitación de facultades. 

Artículo 43. Es nula toda decisión acordada 
por requisición directa o indirecta: de la 
fuerza o de reunión de pueblo en actitud 
subversiva. 

Artículo 44. Salvo lo dispuesto en el Artículo 
102, el ejercicio del poder público acarrea a 
todos los funcionarios federales, de los Esta-
dos y municipales, responsabilidad indivi-
dual con la sanción que la ley establezca, 
por extralimitación de las facultades que la 
Constitución les otorga o por quebranta-
miento de la ley que organiza las funciones 
del respectivo cargo. 
Todos los funcionarios públicos quedan, 
además, sujetos a pena, conforme a la ley, 
por cualquier otro delito que cometieren. 

Artículo 45. La autoridad militar y la civil 
nunca serán ejercidas simultáneamente 
por un mismo funcionario, excepto el Presi-
dente de la República; o, en caso de guerra, 

cuando conforme a la ley atribuyan funcio-
nes militares a un empleado civil. 

Artículo 46. Ningún individuo podrá 
desempeñar a la vez más de un destino pú-
blico lucrativo. La aceptación de un se-
gundo destino de esta especie equivale a la 
renuncia del primero, excepto respecto de 
los profesores de enseñanza pública, los 
empleados en Academias u Hospitales y los 
Jueces accidentales. 

Artículo 47. La fuerza armada no puede de-
liberar; ella es pasiva y obediente. Ningún 
cuerpo armado puede hacer requisiciones 
ni exigir auxilio de ninguna clase sino a las 
autoridades civiles y en el modo y forma 
que determine la ley. En los períodos elec-
torales las tropas permanecerán acuartela-
das. 
Los Jefes de fuerzas que infrinjan estas dis-
posiciones serán juzgados y castigados 
conforme a las leyes. 

Artículo 48. No podrá cobrarse ningún im-
puesto que no esté autorizado por la ley ni 
se hará del Tesoro Nacional ningún gasto 
para el cual no se haya aplicado una canti-
dad por el Congreso en el Presupuesto Ge-
neral de Gastos Públicos, a menos que pre-
viamente al gasto se acordare un Crédito 
Adicional mediante decreto ejecutivo. Los 
que infringieren esta disposición serán civil-
mente responsables al Tesoro Nacional por 
las cantidades cuyo pago hubieren efec-
tuado. 

Artículo 49. Ningún empleado público po-
drá admitir, mientras lo sea, dádivas, cargos, 
honores o recompensas de Gobiernos ex-
tranjeros sin que preceda la correspon-
diente autorización del Senado. Los que in-
fringieren esta disposición serán castigados 
conforme lo determina la ley. 

Artículo 50. Ningún contrato de interés pú-
blico celebrado con el Gobierno Federal o 
con los de los Estados, o con las Municipali-
dades o con cualquier otro Poder Público 
podrá ser traspasado, en todo ni en parte, a 
Gobiernos extranjeros, y en todos ellos se 
considerará incorporada, aunque no estu-
viere expresa, la cláusula siguiente: “Las du-
das y controversias de cualquier naturaleza 
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 que puedan suscitarse sobre este contrato 
y que no puedan ser resueltas amigable-
mente por las Partes contratantes, serán 
decididas por los Tribunales competentes 
de Venezuela, de conformidad con sus le-
yes, sin que por ningún motivo ni causa 
puedan ser origen de reclamaciones ex-
tranjeras”. Tampoco podrán hacerse dichos 
contratos con Sociedades no domiciliadas 
legalmente en Venezuela, ni admitirse el 
traspaso a ellas de los celebrados con terce-
ros. 

Artículo 51. El Poder Público se distribuye 
entre el Poder Federal, el de los Estados y el 
Municipal, en los límites establecidos por 
esta Constitución. El Poder Federal se di-
vide en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

Artículo 52. En posesión como está la Na-
ción del derecho de Patronato Eclesiástico, 
lo ejercerá conforme lo determina la Ley de 
28 de julio de 1824. 

Artículo 53. La ley reglamentará todo lo re-
lativo al juramento de cumplir sus deberes 
que hayan de prestar los empleados nacio-
nales al tomar posesión de sus destinos. 

Artículo 54. Los períodos constitucionales 
federales se contarán desde el 19 de abril de 
1922 y durarán siete años; dentro de ellos se 
renovará el Poder Legislativo, como se de-
termina en esta Constitución. 

TÍTULO V: 
DEL PODER LEGISLATIVO 

Sección primera: 
Del Congreso 

Artículo 55. El Poder Legislativo se ejerce 
por una Asamblea que se denomina “Con-
greso de los Estados Unidos de Venezuela”, 
compuesta de dos Cámaras, una de Dipu-
tados y otra de Senadores. 

Sección segunda: 
De la Cámara de Diputados 

Artículo 56. Para formar la Cámara de Dipu-
tados cada Estado elegirá, por votación di-
recta y de conformidad con su Ley de Elec-
ciones, uno por cada treinta y cinco mil ha-
bitantes y uno más por cada exceso de 

quince mil. El Estado cuya población no al-
cance a treinta y cinco mil habitantes ele-
girá un Diputado. De la propia manera ele-
girá suplentes en número igual al de los 
principales para sustituir a éstos en las va-
cantes que ocurran por el orden de su elec-
ción. 
Los Diputados durarán en sus funciones 
tres años y se renovarán en su totalidad. 

Artículo 57. Para ser elegido Diputado se 
requiere ser venezolano por nacimiento y 
haber cumplido veintiún años. 

Artículo 58. El Distrito Federal y los Territo-
rios Federales que tuvieren o llegaren a te-
ner la base de población establecida en el 
Artículo 56 elegirán también sus Diputados 
por votación directa y con las formalidades 
que determine la ley. 
No se computarán en la base de la pobla-
ción los indígenas no reducidos. 

Artículo 59. Son atribuciones privativas de 
la Cámara de Diputados: 
1. Dar voto de censura a los Ministros del 
Despacho cuyos actos lo merecieren, a jui-
cio de la Cámara, pero el Presidente de la 
República no estará obligado a removerlos 
mientras la Corte Federal y de Casación no 
declare que hay motivo legal para someter-
los a juicio. 
2. Las demás que señalan las leyes. 

Sección tercera: 
De la Cámara del Senado 

Artículo 60. Para formar esta Cámara la 
Asamblea Legislativa de cada Estado ele-
girá, de fuera de su seno, dos Senadores 
principales y dos suplentes para llenar las 
vacantes de aquéllos por el orden de su 
elección. 
Los Senadores durarán en sus funciones 
tres años y se renovarán en su totalidad. 

Artículo 61. Para ser Senador se requiere la 
nacionalidad venezolana de nacimiento y 
edad mayor de treinta años. 

Artículo 62. Son atribuciones de la Cámara 
del Senado: 
1. Acordar a venezolanos ilustres, después 
de veinticinco años de su muerte, el honor 
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 de que sus restos sean depositados en el 
Panteón Nacional. 
2. Dar o no su consentimiento a los emplea-
dos nacionales para admitir dádivas, cargos, 
honores o recompensas de Gobiernos ex-
tranjeros, sin lo cual no podrán admitirlos. 
3. Prestar o no su consentimiento para el as-
censo de los oficiales militares desde Coro-
nel y de los navales desde Capitán de Navío 
inclusive; y 
4. Las demás que le señalen las leyes. 

Sección cuarta: 
Disposiciones comunes a ambas Cámaras 

Artículo 63. Las Cámaras Legislativas se re-
unirán cada año en la capital de la Unión el 
día 19 de abril o el más inmediato posible, 
sin necesidad de ser convocadas previa-
mente. Las sesiones durarán noventa días 
improrrogables; en este lapso todos los días 
y horas serán hábiles y se considerarán 
como sesiones ordinarias cuantas en ellos 
se celebren. 
Las Cámaras Legislativas podrán reunirse 
también en sesiones extraordinarias, 
cuando a ellas sea convocado el Congreso 
por el Poder Ejecutivo, pero en este caso no 
podrán tratarse durante dichas sesiones 
materias distintas de las que se hubieren 
expresado en la convocatoria, salvo que al 
legislar sobre éstas sea menester reformar 
también la legislación que rija en materias 
conexas. 

Artículo 64. Las Cámaras abrirán sus sesio-
nes con las dos terceras partes de sus 
miembros, por lo menos, y a falta de este 
número los concurrentes se declararán en 
Comisión Preparatoria y dictarán las medi-
das que sean convenientes para la asisten-
cia de los ausentes. 
Después de la sesión de apertura las si-
guientes podrán celebrarse con la asisten-
cia de la mayoría absoluta de los miembros 
de la respectiva Cámara. 

Artículo 65. Las sesiones serán públicas, 
pero podrán ser secretas cuando lo acuerde 
la Cámara. 

Artículo 66. Las Cámaras tienen el derecho: 

1. De dictar su respectivo Reglamento Inte-
rior y de Debates y de acordar la corrección 
de quienes lo infrinjan. 
2. De establecer la policía del edificio donde 
celebren sus sesiones. 
3. De corregir o castigar a los espectadores 
que falten al orden establecido. 
4. De remover los obstáculos que se opon-
gan al ejercicio legal de sus funciones. 
5. De mandar ejecutar sus resoluciones pri-
vativas. 
6. De calificar sus miembros y oír sus renun-
cias. 

Artículo 67. Las Cámaras funcionarán en 
una misma población, abrirán y cerrarán 
sus sesiones en un mismo día y a la misma 
hora y ninguna de las dos podrán suspen-
derlas ni mudar de residencia sin el consen-
timiento de la otra. En caso de divergencia 
se reunirán en Congreso y se efectuará lo 
que éste resuelva. 

Artículo 68. El ejercicio de cualquier des-
tino público es incompatible, durante las 
sesiones, con el cargo de Senador o Dipu-
tado. 

Artículo 69. La ley designará los emolu-
mentos que hayan de recibir por sus servi-
cios los miembros del Congreso, emolu-
mentos que no podrán aumentarse sino 
para el período inmediato. 

Artículo 70. Los Senadores y Diputados 
desde treinta días antes del 19 de abril hasta 
treinta días después de terminadas las se-
siones, gozarán de inmunidad y en tal virtud 
no podrán: 
1. Ser presos, arrestados, confinados ni en 
modo alguno detenidos ni coartados en el 
ejercicio de sus funciones ni aun cuando en 
dicho tiempo incurrieren en delito. Si el he-
cho punible que se le atribuye mereciere 
pena corporal, el sumario quedará parali-
zado mientras dure la inmunidad, sin que 
rija en este caso el precepto contenido en la 
letra c), garantía 15, Artículo 32 de la pre-
sente Constitución, pero se evacuarán to-
das las diligencias conducentes a la investi-
gación del hecho. 
2. Ser obligados a contestar demandas ni 
absolver juramento ni posiciones durante el 
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 mismo tiempo, el cual no se contará en los 
lapsos judiciales del respectivo proceso. 
Las Cámaras no podrán en ningún caso 
allanar a sus miembros para que se viole en 
ellos la inmunidad. 

Artículo 71. Los miembros de las Cámaras 
no son responsables por las opiniones que 
emitan en ellas. 

Artículo 72. Los Senadores y Diputados no 
podrán celebrar con el Ejecutivo Federal 
contratos propios ni ajenos, ni gestionar 
ante él reclamos de otro. 

Artículo 73. Cuando por muerte o por cual-
quier otra causa que produzca vacante ab-
soluta se hubieren agotado los suplentes de 
un Estado en el Senado, o reducido a menor 
número del que les corresponde, la Asam-
blea Legislativa respectiva llenará la va-
cante o vacantes que hayan ocurrido por el 
tiempo que faltaba al sustituido o sustitui-
dos. 
Cuando a las faltas que ocurran en la Cá-
mara de Diputados, las Constituciones de 
los Estados y la Ley Orgánica del Distrito Fe-
deral determinarán la manera de suplirlas. 

Sección quinta: 
De las Cámaras reunidas en Congreso 

Artículo 74. Las Cámaras funcionarán sepa-
radamente, pero se reunirán en Congreso 
cuando lo determinen esta Constitución o 
las leyes y cuando una de las Cámaras lo 
crea necesario. Si conviene la invitada, toca 
a ésta fijar el día y la hora de la reunión. 

Artículo 75. Los actos que sancionen las Cá-
maras Legislativas funcionando separada-
mente como Cuerpos Colegisladores se de-
nominarán “Leyes” y los que sancionen 
reunidas en Congreso o separadamente 
para asuntos privativos de cada una, se lla-
marán “Acuerdos”. 

Artículo 76. El Congreso será presidido por 
el Presidente del Senado, y el de la Cámara 
de Diputados hará de Vicepresidente. 

Artículo 77. Las Cámaras reunidas en Con-
greso tienen las siguientes atribuciones: 
1. Practicar las elecciones que en esta Cons-
titución y las leyes se les encomiendan. 

2. Conocer de la renuncia del Presidente de 
los Estados Unidos de Venezuela. 
3. Examinar el Mensaje anual que debe pre-
sentar el Presidente de la República. 
4. Examinar y aprobar o improbar las Me-
morias y Cuentas que deben presentar los 
Ministros del Despacho, de conformidad 
con el Artículo 109 de la Constitución. 
5. Elevar a la categoría de Estados de la Na-
ción los Territorios Federales que lo solici-
ten, siempre que llenen las condiciones pre-
vistas en el Artículo 9 de esta Constitución. 
6. Examinar los Créditos Adicionales decre-
tados por el Ejecutivo Federal e impartirles 
su aprobación si se hubieren acordado con 
los trámites indicados en la atribución 30 
del Artículo 100. 

Sección sexta: 
De las atribuciones comunes a ambas 
Cámaras como cuerpos colegisladores 

Artículo 78. La Cámara de Diputados y la 
del Senado funcionando como Cuerpos Co-
legisladores, tienen las siguientes atribucio-
nes: 
1. Decretar todos los impuestos nacionales. 
2. Decretar empréstitos sobre el Crédito Na-
cional y determinar todo lo relativo a la 
Deuda Nacional. 
3. Crear y suprimir los empleos nacionales y, 
en general, legislar acerca del funciona-
miento del Poder Federal. 
4. Legislar sobre la moneda nacional, fi-
jando su tipo, valor, ley, peso y acuñación, y 
acerca de la admisión y circulación de la 
moneda extranjera, pero en ningún caso ni 
por motivo alguno podrá decretarse ni au-
torizarse la circulación forzosa de billetes de 
banco, ni de valor alguno representado en 
papel, manteniéndose siempre el patrón de 
oro. 
5. Aprobar o negar los tratados y convenios 
diplomáticos, los que sin el requisito de su 
aprobación no serán válidos ni podrán rati-
ficarse ni canjearse. La ley aprobatoria que 
dicte el Congreso no recibirá el “Ejecútese” 
sino cuando conste que el tratado está 
aceptado por la otra parte. Los tratados no 
se publicarán oficialmente sino después de 
haber sido ratificados y canjeados. 
6. Aprobar o negar los contratos para la 
construcción de vías férreas, cables aéreos 
de tracción, establecimiento de comunica-
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 ciones telegráficas o inalámbricas, inmigra-
ción y los demás de interés nacional, autori-
zados por esta Constitución o las leyes, que 
celebre el Ejecutivo Federal. 
No están sujetos a la aprobación del Con-
greso las concesiones mineras ni los títulos 
de tierras baldías que se otorguen con-
forme a las respectivas leyes. 
7. Autorizar al Poder Ejecutivo para enaje-
nar bienes inmuebles de la propiedad na-
cional. 
8. Fijar y uniformar las pesas y medidas na-
cionales conforme al sistema métrico deci-
mal. 
9. Sancionar el Presupuesto General de 
Rentas y Gastos Públicos, en el cual se de-
terminará la dotación de los empleos fede-
rales y todo lo relativo a las erogaciones que 
hayan de hacerse en el respectivo año eco-
nómico. 
No podrá el Congreso, fuera de las erogacio-
nes que incluya en la Ley de Presupuesto, 
ordenar la de ninguna otra suma determi-
nada, por medio de leyes especiales ni por 
Acuerdos. 
10. Examinar, y aprobar si lo encontrare de-
bidamente ejecutado, el Censo Nacional 
cada vez que se haga, y a este efecto el Eje-
cutivo Federal lo someterá al Congreso. 
11. Establecer el régimen especial de admi-
nistración aplicable a los Territorios Federa-
les. 
12. Establecer el aumento que sea necesario 
en la base de la población para la elección 
de Diputados conforme al último Censo 
aprobado. 
13. Dictar leyes de carácter general sobre 
pensiones civiles, jubilaciones, retiros y 
montepíos militares, pagaderos por el Te-
soro Nacional. 
En el Presupuesto General de Rentas y Gas-
tos Públicos fijará el Congreso Nacional la 
partida o partidas en globo que se destinen 
a cubrir estas erogaciones y el Ejecutivo Fe-
deral las distribuirá debidamente, otor-
gando en cada caso particular la respectiva 
cédula por órgano del Ministro a quien co-
rresponde, todo según lo determine la ley. 
14. Decretar la guerra y requerir al Ejecutivo 
a que negocie la paz. 
15. Dictar la ley para la formación y reem-
plazo de las fuerzas de tierra y mar. 
16. Conceder amnistías. 

17. Legislar sobre todo lo relativo a la seguri-
dad de los puertos y costas. 
18. Legislar sobre censo electoral, instruc-
ción pública, organización de la Hacienda 
nacional, navegación aérea, marítima y flu-
vial, muelles, correos, telégrafos, comunica-
ciones inalámbricas, ferrocarriles, caminos 
nacionales y el tráfico por ellos de vehículos 
de tracción mecánica, tierras baldías, sali-
nas, pesca de perlas y minas. 
19. Legislar sobre las demás materias enun-
ciadas en el número 4 del Artículo 15, y, en 
general, sobre todas las que sean de la com-
petencia federal. 

Sección séptima: 
De la formación de las leyes 

Artículo 79. Las leyes pueden ser iniciadas 
en cualquiera de las Cámaras cuando pre-
senten el proyecto tres por lo menos de los 
miembros de ella. La iniciativa corresponde 
también al Poder Ejecutivo por órgano del 
Ministro a cuyo Despacho competa la ma-
teria del proyecto. 

Artículo 80. Luego que se haya presentado 
un proyecto se leerá y considerará para ser 
admitido, y si lo fuere se le darán tres discu-
siones con intervalo de un día por lo menos 
una de otra, observándose las reglas que se 
hayan establecido para los debates. 

Artículo 81. Los proyectos aprobados en la 
Cámara en que fueren iniciados se pasarán 
a la otra para que se discutan en ella en la 
misma forma pautada en el Artículo ante-
rior. Si no fueren negados se devolverán a la 
Cámara de origen con las alteraciones que 
hubieren sufrido. 

Artículo 82. Si la Cámara iniciadora no ad-
mitiere las alteraciones, podrá insistir y en-
viar sus razones escritas a la otra, y si ésta las 
admite quedará sancionada la ley. Si no, se 
reunirán las Cámaras en Congreso y en éste 
se someterán a nueva discusión los Artícu-
los en que hubiere discrepancia y los cone-
xos, decidiéndose por mayoría de votos, pu-
diendo convenirse en darles redacción dife-
rente de la que en una y otra Cámara se hu-
biese adoptado. 
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 Artículo 83. Los proyectos rechazados en 
las sesiones de un año no podrán ser pre-
sentados de nuevo sino en las del año si-
guiente o posteriores. 

Artículo 84. Los proyectos que quedaren 
pendientes en cualquiera de las Cámaras, al 
fin de las sesiones, no podrán volver a discu-
tirse sino mediante nueva presentación en 
las sesiones del año siguiente o posteriores, 
y entonces deberán sufrir las mismas discu-
siones que si fueran nuevos. 

Artículo 85. En las leyes se usará de esta fór-
mula: “El Congreso de los Estados Unidos 
de Venezuela, Decreta:”. 

Artículo 86. La ley que reforme otra se re-
dactará íntegramente y se derogará la an-
terior en todas sus partes. 

Artículo 87. Las leyes se derogan con las 
mismas formalidades establecidas para la 
sanción. 

Artículo 88. Los actos legislativos, una vez 
sancionados, se extenderán por duplicado 
conforme quedaren redactados en las dis-
cusiones sufridas, sin que puedan hacérsele 
al texto modificaciones ni alteraciones. Am-
bos ejemplares serán firmados por el Presi-
dente, Vicepresidente y Secretarios del 
Congreso, con la fecha de su definitiva apro-
bación; uno de dichos ejemplares será en-
viado al Presidente de la República para 
que lo refrende junto con el Ministro o Mi-
nistros respectivos y lo haga publicar en la 
Gaceta Oficial. 

Artículo 89. En caso de evidente error en la 
impresión de la ley se la volverá a publicar, 
corregida, en la Gaceta Oficial, o se insertará 
en ésta la respectiva fe de erratas certificada 
por el Ministro o los Ministros que refrenda-
ron la ley. 

Artículo 90. La ley entrará en vigencia en la 
fecha que ella misma señale y si no la indi-
care entrará a regir desde su publicación en 
la Gaceta Oficial. 

Artículo 91. La facultad de legislar que co-
rresponde al Congreso no es delegable. 

Artículo 92. Ninguna disposición legislativa 
tendrá efecto retroactivo excepto cuando 
imponga menor pena. Las leyes de procedi-
miento se aplicarán desde que entren en vi-
gencia, aun en los procesos que se hallaren 
en curso, pero en este caso las pruebas que 
estuvieren evacuadas se estimarán, en 
cuanto sea en beneficio del reo, siendo pe-
nal el juicio conforme a la ley vigente 
cuando se promovieren. 

TÍTULO VI: 
DEL PODER EJECUTIVO 

Sección primera: 
De la administración 

Artículo 93. Todo lo relativo a la Administra-
ción Federal que no esté atribuido a otra au-
toridad por esta Constitución, es de la com-
petencia del Poder Ejecutivo Federal y éste 
se ejerce por un Magistrado que se llama 
Presidente de los Estados Unidos de Vene-
zuela, en unión de los Ministros del Despa-
cho. 

Artículo 94. El Poder Ejecutivo hará cumplir 
sus determinaciones y ejercerá la Adminis-
tración General que le está encomendada 
por medio de los empleados y agentes fe-
derales que determinen las leyes, sin perjui-
cio de reclamar la asistencia de los Gobier-
nos de los Estados en los casos permitidos 
por esta Constitución. 

Sección segunda: 
Del Presidente y Vicepresidente de los 

Estados Unidos de Venezuela 

Artículo 95. El Presidente de los Estados 
Unidos de Venezuela debe ser venezolano 
por nacimiento, mayor de treinta años, de 
estado seglar y estar en posesión de todos 
sus derechos civiles y políticos. 
Habrá también un Vicepresidente de la Re-
pública que debe reunir las mismas condi-
ciones requeridas para ser Presidente. 

Artículo 96. Dentro de los primeros quince 
días de su instalación se reunirán en Con-
greso las Cámaras del Senado y de Dipu-
tados para hacer la elección del Presidente 
y del Vicepresidente de los Estados Unidos 
de Venezuela. 
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 Artículo 97. La sesión del Congreso en que 
haya de practicarse la elección prevista en 
el Artículo precedente se fijará con cinco 
días de anticipación por lo menos y se pu-
blicará en la Gaceta Oficial este señala-
miento. 

Artículo 98. Las faltas temporales y las ab-
solutas del Presidente de la República las 
suplirá el Vicepresidente de la República, y 
a falta de éste se encargará del Poder el Pre-
sidente de la Corte Federal y de Casación, 
quien procederá inmediatamente a convo-
car al Congreso para elegir nuevos Presi-
dente y Vicepresidente por lo que reste del 
período. 
Para los efectos de este Artículo se enten-
derá que el Presidente de la República no 
está obligado a separarse del ejercicio de su 
cargo por mera ausencia de la capital, siem-
pre que no salga del territorio de la Repú-
blica, pues además de los casos expresa-
mente previstos en los números 24 (inciso 
b) y 25 del Artículo 100, podrá actuar en 
cualquier punto del país donde se encuen-
tre, en el sentido de que le es potestativo co-
municar desde allí sus instrucciones a los 
Ministros del Despacho para las resolucio-
nes que éstos hayan de librar en Caracas, en 
los asuntos que motiven dichas instruccio-
nes, de conformidad con esta Constitución 
y las leyes. 

Artículo 99. Tanto el Presidente como el Vi-
cepresidente de la República prestarán 
ante el Congreso el juramento de cumplir 
fiel y lealmente sus deberes. Si por cualquier 
circunstancia no pudieren hacerlo ante el 
Congreso, prestarán dicho juramento ante 
la Corte Federal y de Casación. 

Sección tercera: 
De las atribuciones del Presidente de los 

Estados Unidos de Venezuela 

Artículo 100. Son atribuciones del Presi-
dente de los Estados Unidos de Venezuela: 
1. Nombrar y remover los Ministros del Des-
pacho y su Secretario general. 
2. Recibir los Ministros públicos de otras na-
ciones conforme a las prácticas del Derecho 
internacional. 
3. Firmar las cartas oficiales dirigidas a los 
Jefes de Estado. 

4. Administrar el Distrito Federal según la 
ley. 
5. Administrar los Territorios Federales de 
conformidad con sus leyes orgánicas. 
6. Llamar al Vicepresidente al ejercicio de la 
Presidencia de la República cuando lo crea 
conveniente, pudiendo reencargarse de su 
destino cuando también lo tenga a bien 
dentro del período constitucional. 
7. Mandar ejecutar y cuidar de que se cum-
plan y ejecuten esta Constitución y las leyes, 
y hacerlas publicar en la Gaceta Oficial tan 
pronto sea posible después de haberlas re-
cibido, salvo lo dispuesto en la atribución 5 
del artículo 78. 
8. Expedir, en Consejo de Ministros y decre-
tos y reglamentos para la mejor ejecución 
de las leyes cuidando de no alterar su espí-
ritu, propósito o razón; 
9. Negociar, por órgano del Ministro respec-
tivo y con aprobación del Gabinete, los em-
préstitos que decretare el Congreso, en en-
tera conformidad con sus disposiciones. 
10. Reglamentar, en Consejo de Ministros, 
los Servicios de Sanidad, Correos, Telégrafos 
y Teléfonos públicos o particulares. 
11. Decretar, en Consejo de Ministros, las me-
didas necesarias para que se haga el Censo 
de la República en las oportunidades que 
indique la ley y someterlo luego a la aproba-
ción del Congreso. 
12. Hacer expedir por el Ministro del ramo 
patentes de navegación a los buques nacio-
nales, según lo determine la ley. 
13. Hacer expedir por el respectivo Ministro 
cartas de nacionalidad conforme a la ley. 
14. Nombrar, por órgano del Ministro a 
quien competa, los empleados nacionales 
cuya elección no esté atribuida a otros fun-
cionarios y removerlos cuando lo crea con-
veniente. 
15. Decretar, en Consejo de Ministros, la 
creación y dotación de los nuevos servicios 
públicos que fueren necesarios en receso 
de las Cámaras Legislativas. 
16. Disponer, por órgano del Ministro com-
petente y con aprobación del Gabinete, que 
el Ministerio Público Federal intente acusa-
ción contra los empleados que dieren mo-
tivo a este procedimiento. 
17. Convocar extraordinariamente al Con-
greso, con aprobación del Consejo de Minis-
tros, cuando lo exija la gravedad de algún 
asunto. 
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 18. Declarar la guerra en nombre de la Re-
pública cuando la haya decretado el Con-
greso. 
19. Administrar, por órgano de los Ministros 
respectivos, las Rentas Públicas de la Na-
ción conforme a esta Constitución y las le-
yes. 
20. Dirigir personalmente, o por órgano del 
Ministro a quien corresponda, las negocia-
ciones diplomáticas, y celebrar, por medio 
de los Plenipotenciarios que elija y con 
aprobación del Consejo de Ministros, toda 
especie de Tratados con otras naciones, so-
metiéndolos a las Cámaras Legislativas para 
los efectos de la atribución 5 del Artículo 78. 
En ningún caso se celebrarán Tratados in-
ternacionales con menoscabo de los pre-
ceptos establecidos en los Artículos 37, 38 y 
39 y en los que se celebraren se pondrá la 
cláusula siguiente: “Todas las diferencias 
entre las partes, relativas a la interpretación 
o ejecución de este Tratado se decidirán por 
arbitramento”. 
21. Celebrar, por órgano del Ministro o Minis-
tros a quienes competa y con aprobación 
del Consejo de Ministros, los contratos de 
interés nacional permitidos por esta Consti-
tución y las leyes y someterlos al Congreso. 
22. Prohibir, cuando lo estime conveniente, 
la entrada de extranjeros en el territorio na-
cional, y expulsarlos en los casos permitidos 
por el Derecho Internacional o previstos en 
las leyes de la República. 
23. Dirigir la guerra y mandar el Ejército y la 
Armada en persona o nombrar quien haya 
de hacerlo y organizar el Ejército y la Milicia 
Nacionales conforme a la ley, fijando el nú-
mero de las fuerzas de mar y tierra. 
24. Decretar la suspensión de garantías en 
los casos previstos en el artículo 36, y si la 
guerra civil o internacional estallare podrá, 
además: a. Pedir a los Estados los auxilios 
necesarios para defensa nacional o de las 
instituciones. b. Señalar el sitio a donde ha-
yan de trasladarse transitoriamente todos o 
algunos de los Poderes de la Federación, 
cuando existiere grave motivo para ello. c. 
Disponer el enjuiciamiento por traición a la 
Patria de los venezolanos que de alguna 
manera fueren hostiles a la defensa nacio-
nal o voluntariamente causaren perjuicios a 
los intereses de la Unión. d. Reorganizar los 
Estados que fueren dominados por fuerzas 

rebeldes o cuyos Gobiernos mismos partici-
paren en la rebelión. e. Expedir patentes de 
corso y autorizar represalias. 
25. Declararse en visita oficial junto con to-
dos o algunos de los Ministros del Despacho 
y el Secretario general a determinados Es-
tados de la Unión y Territorios Federales. 
Durante la visita oficial el asiento del Poder 
Ejecutivo Federal será el sitio donde se ha-
llare el Presidente. En el mismo Decreto en 
que se ordenare la visita se reglamentará 
todo lo relativo al despacho, en Caracas, de 
los asuntos administrativos corrientes. 
26. Hacer uso de la fuerza pública para po-
ner término a la colisión armada entre dos 
o más Estados cuando fuere ineficaz la in-
terposición de sus buenos oficios. 
27. Ejercer, respecto a los Estados, las fun-
ciones que éstos le delegaren en sus res-
pectivas Constituciones. 
28. Conceder indultos. 
29. Hacer expedir por el Ministro a quien 
competa los títulos de adjudicación o arren-
damiento de tierras baldías y los de conce-
siones mineras, conforme a las leyes. 
30. Decretar en Consejo de Ministros los 
Créditos Adicionales al Presupuesto Gene-
ral de Gastos Públicos, cuando fueren nece-
sarios por resultar insuficiente la suma fi-
jada al respectivo Capítulo en dicho Presu-
puesto o no haberse previsto el gasto, y 
siempre que en el Tesoro Nacional hubiere 
fondos con que cubrir el Crédito Adicional 
sin perjuicio de las erogaciones ordinarias 
que se preferirán a las extraordinarias. 

Artículo 101. El Presidente de la Unión está 
en el deber de presentar al Congreso, per-
sonalmente o por medio de uno de sus Mi-
nistros, dentro de los diez primeros días de 
las sesiones ordinarias, un Mensaje, en que 
dará cuenta de sus actos administrativos y 
políticos, informará del Estado de la Repú-
blica e indicará las mejoras que a su juicio 
fuere conveniente adoptar en la legislación 
vigente. 

Artículo 102. El Presidente de la República 
o el que haga sus veces sólo son responsa-
bles por traición a la Patria y por delitos co-
munes. 

Artículo 103. El Presidente y el Vicepresi-
dente de la República cesan en el ejercicio 
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 de sus funciones el día 19 de abril del año en 
que termine el período presidencial, y el 
mismo día se encargará del Poder Ejecutivo 
el Presidente de la Corte Federal y de Casa-
ción hasta tanto tome posesión el nuevo 
Presidente electo. 

Sección cuarta: 
De los Ministros del Despacho 

Artículo 104. El Presidente de los Estados 
Unidos de Venezuela ejercerá las atribucio-
nes que le da esta Constitución por medio 
de los Ministros del Despacho que señale la 
ley. Ésta determinará sus funciones y debe-
res y organizará sus Departamentos. 
Los Ministros son los órganos legales únicos 
y precisos del Presidente de los Estados 
Unidos de Venezuela. Todos los actos de 
éste serán refrendados por el Ministro o Mi-
nistros a cuyos ramos correspondan dichos 
actos, y ellos expedirán las resoluciones y ór-
denes que les mande dictar el Presidente 
con forme sus facultades legales. Los actos 
del Presidente carecerán de eficacia sin el 
expresado requisito. 
En lo relativo a la administración del Distrito 
Federal el órgano legal del Presidente será 
un Gobernador de su libre elección y remo-
ción. 

Artículo 105. Tendrá además el Presidente 
de los Estados Unidos de Venezuela un Se-
cretario general que refrendará los nombra-
mientos de los Ministros y del Gobernador 
del Distrito Federal y por cuyo intermedio el 
Presidente de la República podrá comuni-
car a éstos sus instrucciones, sin perjuicio 
de hacerlo personalmente cuando así lo 
creyere conveniente. 
El nombramiento de Secretario general no 
está sujeto a refrendación ministerial. 

Artículo 106. Para ser Ministro del Despa-
cho y Secretario general se requiere ser ve-
nezolano por nacimiento, mayor de treinta 
años y estar en posesión de sus derechos ci-
viles y políticos. 

Artículo 107. Las decisiones del Presidente 
de los Estados Unidos de Venezuela en el 
ejercicio de sus atribuciones legales serán 
acordadas en Gabinete, esto es, en Junta o 

Consejo de todos los Ministros del Despa-
cho, cuando en esta Constitución o las leyes 
se requiera dicha reunión, o cuando el Pre-
sidente crea conveniente convocar el Gabi-
nete según la entidad o importancia de las 
materias que hayan de tratarse; mas 
cuando el asunto corresponda solamente a 
uno de los Despachos y no existiere disposi-
ción legal expresa que requiera su conside-
ración en Gabinete, bastará que el Ministro 
o Ministros a quienes competa, refrenden o 
manden ejecutar lo dispuesto por el Presi-
dente. 
A las sesiones de Gabinete pueden asistir el 
Vicepresidente de la República y el Secreta-
rio general del Presidente. 

Artículo 108. Todos los actos de los Minis-
tros deben arreglarse a esta Constitución y 
las leyes; su responsabilidad personal no se 
salva por la orden del Presidente aunque la 
reciban escrita. Dicha responsabilidad es 
solidaria para todos los Ministros respecto a 
los actos del Presidente resueltos en Gabi-
nete. 

Artículo 109. Los Ministros darán cuenta al 
Congreso, cada año, dentro de los diez pri-
meros días de sus sesiones, en Memorias ra-
zonadas y documentadas, de lo que hubie-
ren hecho y crean conveniente que se haga 
en sus respectivos ramos. Presentarán tam-
bién la cuenta de los fondos que hubieren 
manejado. 
En especial el Ministro a cuyo Despacho co-
rresponda la Administración General de las 
Rentas de la Nación, presentará oportuna-
mente al Congreso, cada año, el Proyecto 
de Ley de Presupuesto General de Rentas y 
Gastos Públicos que elaborará en consulta 
con los demás Ministros del Despacho. 

Artículo 110. Los Ministros tienen derecho 
de palabra en las Cámaras y estarán obliga-
dos a concurrir a ellas cuando sean llama-
dos a informar. 

TÍTULO VII: 
DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL 

Artículo 111. El Ministerio Público Federal es 
el órgano del Ejecutivo Federal ante el Po-
der Judicial Federal y el de los Estados 
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 cuando sea necesario ocurrir a ellos con-
forme a esta Constitución y las leyes. 

Artículo 112. El Ministerio Público Federal 
estará a cargo de un funcionario llamado 
Procurador general de la Nación y de los 
empleados de su dependencia. 

Artículo 113.  El Procurador general de la 
Nación es de la libre elección y remoción del 
Presidente de los Estados Unidos de Vene-
zuela. Respecto a los empleados de su de-
pendencia la ley determinará lo relativo a su 
nombramiento. 

Artículo 114.  Son atribuciones del Procura-
dor general: 
1. Velar, personalmente o por medio de los 
empleados de su dependencia, en los casos 
y en la forma que paute la ley, porque en to-
dos los Tribunales Federales, de los Estados 
y Municipales se apliquen rectamente las 
leyes en los procesos penales y en todos 
aquéllos en que estén interesados el Fisco 
Nacional, el orden público o las buenas cos-
tumbres. 
2. Evacuar los informes jurídicos que le pi-
dan el Ejecutivo Federal o la Corte Federal y 
de Casación. 
3. Intentar, personalmente o por medio de 
los funcionarios de su dependencia, a exci-
tación del Ejecutivo Federal y por ante la au-
toridad competente, acusación contra los 
funcionarios federales que dieren motivo a 
ser enjuiciados. 
4. Ejercer ante la Corte Federal y de Casa-
ción el Ministerio Fiscal en los juicios a que 
se refieren las atribuciones 1, 2 y 3 del Ar-
tículo 120. 
5. Representar y sostener por sí mismo o por 
medio de los funcionarios de su dependen-
cia que indique la ley y que en todo caso 
obrarán bajo su dirección, los derechos de 
la Nación en todos los juicios en que ella 
fuere parte. 
6. Cumplir los demás deberes que le seña-
len las leyes. 

Artículo 115. El Procurador general de la Na-
ción ejercerá sus funciones ateniéndose a 
las instrucciones que de acuerdo con la ley 
le comunique el Ejecutivo Federal por ór-
gano del Ministerio a cuyo ramo corres-
ponda el asunto. 

TÍTULO VIII: 
DEL PODER JUDICIAL 

Sección primera: 
Disposiciones fundamentales 

Artículo 116. El Poder Judicial de la Repú-
blica reside en la Corte Federal y de Casa-
ción y en los demás Tribunales y Juzgados 
que establezcan las leyes. 

Artículo 117. Todos los Jueces federales se-
rán nombrados por un período determi-
nado durante el cual no podrán ser removi-
dos de sus cargos sino en los casos que de-
termine la ley. 

Sección segunda: 
De la Corte Federal y de Casación 

Artículo 118. La Corte Federal y de Casación 
se compondrá de siete Vocales, que deben 
ser venezolanos por nacimiento, mayores 
de treinta años y abogados de la República, 
los cuales durarán en sus funciones siete 
años. 

Artículo 119. La elección de los Vocales de la 
Corte Federal y de Casación la hará el Con-
greso en los primeros treinta días de sus se-
siones en el año en que comience el respec-
tivo período constitucional, haciéndose la 
votación por deparado para cada uno de los 
Vocales, quedando nombrados los que re-
sultaren con mayoría absoluta. En igual 
forma y en la propia sesión se elegirán, nu-
merados sucesivamente, siete Vocales su-
plentes, que por el mismo orden llenarán 
las faltas absolutas o temporales de los prin-
cipales. Las accidentales se proveerán con-
forme indique la ley. 

Artículo 120. Son atribuciones de la Corte 
Federal y de Casación: 
1. Conocer de las acusaciones contra el Pre-
sidente de la República o el que haga sus 
veces; contra los Ministros del Despacho, 
Procurador general de la Nación, Goberna-
dor del Distrito Federal y contra sus propios 
Miembros, en los casos en que dichos fun-
cionarios incurran en responsabilidad penal 
según esta Constitución y las leyes. 
2. Conocer de las acusaciones contra los 
Presidentes de los Estados y otros altos fun-
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 cionarios de los mismos que las leyes de és-
tos indiquen, aplicando, como fuere proce-
dente, las leyes de los propios Estados o las 
generales de la Nación 
3. Conocer de las causas civiles o criminales 
que se formen a los empleados diplomáti-
cos en los casos permitidos por el Derecho 
Público de las Naciones. 
4. Conocer de las causas penales que por 
mal desempeño de sus funciones se for-
men a los Agentes Diplomáticos de la Re-
pública acreditados cerca de otros Gobier-
nos. 
5. Conocer del recurso de casación y de los 
demás cuya decisión le atribuya la ley, en la 
forma y términos que ésta determine. 
6. Conocer de las causas de presas. 
7. Dirimir las controversias de cualquier na-
turaleza que se susciten entre los funciona-
rios del orden político de los diferentes Es-
tados, entre uno o más Estados y los de la 
Unión y el Distrito Federal y entre los Tribu-
nales y funcionarios nacionales en materia 
de la competencia de la Corte. 
8. Dirimir las competencias que se susciten 
entre los empleados o funcionarios del or-
den judicial de distintos Estados; entre los 
de éstos con los federales y entre los de un 
mismo Estado o del Distrito Federal, siem-
pre que no exista en ellos autoridad llamada 
a dirimirlas. 
9. Declarar la nulidad de las leyes nacionales 
o de los Estados cuando colidan con la 
Constitución de la República. La nulidad se 
limitará al párrafo, Artículo o Artículos en 
que aparezca la colisión, salvo que éstos 
sean de tal importancia, por su conexión 
con los demás, que, a juicio de la Corte, su 
nulidad acarreare la de toda la ley. 
10. Declarar cuál sea la ley que debe preva-
lecer cuando se hallen en colisión las nacio-
nales entre sí o éstas con las de los Estados, 
y declarar asimismo cuál es el Artículo o Ar-
tículos de una ley que ha de regir cuando 
existiere colisión entre las disposiciones de 
ella. 
11. Declarar la nulidad de los actos de loe Cá-
maras Legislativas o del Ejecutivo Federal 
que violen los derechos garantizados a los 
Estados o que ataquen su autonomía, y la 
de los actos de las Asambleas Legislativas o 
de los Concejos Municipales que violen las 
restricciones expresadas en el parágrafo 3, 

número 4 del Artículo 17 y en el número 3 
del Artículo 18. 
12. Declarar la nulidad de los Decretos o Re-
glamentos que dictare el Poder Ejecutivo 
para la ejecución de las leyes cuando altera-
ren el espíritu, razón o propósito de ellas, y 
en general, declarar, cuando sea proce-
dente, la nulidad de todos los actos a que se 
refieren los Artículos 42 y 43 de esta Consti-
tución, siempre que emanen de autoridad 
Nacional o del Distrito Federal, o de los altos 
funcionarios de los Estados. 
Cuando el acto acusado de nulidad fuere 
una Resolución Ministerial relativa a la eje-
cución, interpretación o caducidad de al-
gún contrato celebrado por el Ejecutivo Fe-
deral, la Corte no podrá decidir sino me-
diante el procedimiento pautado en el nú-
mero que sigue. 
13. Conocer en juicio contencioso de todas 
las cuestiones sobre nulidad, caducidad, re-
solución, alcance, interpretación, cumpli-
miento y cualesquiera otras, que se susciten 
entre la Nación y los contratistas o concesio-
narios a consecuencia de los Contratos ce-
lebrados por el Ejecutivo Federal, o de con-
cesiones mineras o de tierras baldías que 
hubiere otorgado, así como también de las 
controversias que resultaren por su nega-
tiva a expedir títulos de concesiones que los 
demandantes alegaren que tienen derecho 
a obtener, salvo los puntos que la ley vi-
gente al tiempo de la celebración del con-
trato, del otorgamiento de la concesión o de 
la negativa a concederla, según el caso, de-
jaren a la decisión del Ejecutivo Federal sin 
recurso judicial; 
14. Declarar, salvo lo que dispongan los tra-
tados públicos, la fuerza ejecutoria de las 
sentencias de las autoridades extranjeras, 
con sujeción a las condiciones que esta-
blezca la ley. 
15. Conocer en juicio contencioso y en los 
casos que determine la ley de las reclama-
ciones por daños y perjuicios que se propu-
sieren contra la Nación, y de todas las de-
más acciones por sumas de dinero que se 
intenten contra ella. 
16. Dirimir las controversias sobre límites 
que ocurran entre los Estados de la Unión 
conforme al Artículo 11. 
17. Las demás que le señalen esta Constitu-
ción y las leyes en asuntos de la competen-
cia federal. 
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 Artículo 121. En los casos previstos en los 
números 1 y 2 del Artículo anterior la Corte 
declarará sumariamente si hay o no lugar a 
formación de causa, con vista de los recau-
dos producidos o los que de oficio haga eva-
cuar. Si declarare lo primero quedará de he-
cho en suspenso del ejercicio de su cargo el 
funcionario acusado mientras dure el pro-
ceso. Si lo segundo, cesará todo procedi-
miento. Cuando el delito fuere común pa-
sará el proceso al Tribunal ordinario compe-
tente, y cuando fuere de naturaleza política 
continuará conociendo la Corte hasta sen-
tencia definitiva. 

Artículo 122. La Corte Federal y de Casación 
presentará cada año al Congreso Nacional 
una Memoria contentiva de sus trabajos, en 
la cual indicará también las reformas lega-
les que a su juicio conviniere introducir. 

TÍTULO IX: 
DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES 

Artículo 123. Esta Constitución es suscepti-
ble de reformas totales o parciales, pero ni 
unas ni otras se declararán sino por el Con-
greso Nacional, en sus sesiones ordinarias y 
cuando sean solicitadas por las tres cuartas 
partes de las Asambleas Legislativas de los 
Estados reunidas en sesiones ordinarias, y 
no se harán las enmiendas o adiciones sino 
en los puntos en que coincidiere la mayoría 
de los Estados. 

Artículo 124. Las enmiendas y adiciones 
constitucionales se harán por el mismo sis-
tema establecido para sancionar las leyes. 

Artículo 125. Acordada la enmienda o adi-
ción por el Congreso Nacional, su Presi-
dente la someterá a las Asambleas Legisla-
tivas para la ratificación definitiva. 

Artículo 126. Puede también el Congreso 
tomar la iniciativa en las enmiendas o adi-
ciones y acordarlas por el procedimiento in-
dicado en el Artículo anterior, pero en este 
caso no se considerarán sancionadas sin la 
ratificación de las dos terceras partes de las 
Asambleas Legislativas de los Estados. 

Artículo 127. Bien sean las Asambleas Le-
gislativas de los Estados o las Cámaras Le-
gislativas las que inicien las reformas, el 
voto definitivo de los Estados volverá al Con-
greso, que es a quien toca escrutarlo. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Artículo 128. Seguirá corriendo el período 
constitucional nacional que comenzó el 19 
de abril de 1922. En consecuencia, conti-
nuará en sus cargos el Presidente y el Vice-
presidente actuales de la República y los 
Vocales de la Corte Federal y de Casación, 
por lo que resta de dicho período, que-
dando numerados los suplentes de dicha 
Corte por el orden de las agrupaciones que 
los eligieron. Los Diputados y Senadores al 
Congreso conservarán sus cargos por lo que 
resta de los tres años del período para el 
cual fueron elegidos. Respecto al Procura-
dor general de la Nación, el Presidente de 
los Estados Unidos de Venezuela proveerá 
el cargo en virtud de lo dispuesto en el Ar-
tículo 113. 

Artículo 129. El Presidente de la República 
organizará provisionalmente los Estados de 
la Unión mientras éstos dicten sus nuevas 
Constituciones, procurándose que las 
Asambleas Constituyentes de todos ellos se 
reúnan a la mayor brevedad posible des-
pués de promulgada la presente Constitu-
ción nacional. 

Artículo 130. Los Estados renuncian en fa-
vor de la Nación cualquier derecho que pu-
diera corresponderles por saldos de sus si-
tuados constitucionales hasta el año econó-
mico de 1924-1925, inclusive. Recíproca-
mente la Nación renuncia en favor de los 
Estados cualquier reclamación que le co-
rresponda contra ellos hasta el citado año 
económico inclusive. 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 131. La presente Constitución se 
promulgará y entrará en vigencia tan 
pronto como escrutados que sean por el 
Congreso Nacional los votos de la Asam-
bleas Legislativas de los Estados se encuen-
tre que la han ratificado. 
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 Artículo 132. Se deroga la Constitución dic-
tada el 19 de junio de 1922 y mandada a 
cumplir el día 24 del mismo mes y año. 

Dada en el Palacio Federal Legislativo, en 
Caracas, a los veinticuatro día del mes de ju-
nio de 1925. Año 116 de la Independencia y 
67 de la Federación. 

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DEL SENADO, SENADOR POR EL 
ESTADO TÁCHIRA, FÉLIX QUINTERO. EL PRESIDENTE DE LA CÁ-
MARA DE DIPUTADOS, DIPUTADO POR EL ESTADO LARA, R. 
GARMENDIA R. EL PRIMER VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA 
DEL SENADO, SENADOR POR EL ESTADO MONAGAS, ELÍAS RO-
DRÍGUEZ. EL PRIMER VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPU-
TADOS, DIPUTADO POR EL ESTADO ZAMORA, J. A. GONZALO 
SALAS. EL SEGUNDO VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA DEL SE-
NADO, SENADOR POR EL ESTADO COJEDES, M. A. ÁLVAREZ L. 
M. EL SEGUNDO VICEPRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPU-
TADOS, DIPUTADO POR EL ESTADO TRUJILLO, FABRICIO GA-
BALDÓN. ESTADO ANZOÁTEGUI SENADORES: CARLOS F. 
GRISANTI, PEDRO EMILIO COLL. DIPUTADOS: A. V. RIVERO, PE-
DRO A. GUTIÉRREZ ALFARO, PAULO GONZÁLEZ A., M. M. LINA-
RES. ESTADO APURE SENADORES: I. QUINTANA, G. TERRERO 
ATIENZA. DIPUTADO: FELIPE CASANOVA. ESTADO ARAGUA 
SENADORES: HENRIQUE ANZOLA AÑEZ, PEDRO JOSÉ RODRÍ-
GUEZ. DIPUTADOS: GONZALO CRESPO, J. T. SOSA ALTUNA, L. 
CASTILLO FUENTES. ESTADO BOLÍVAR SENADORES: MA-
NUEL REVENGA, PABLO GODOY FONSECA. DIPUTADOS: MARIO 
CAPRILES, JESÚS PEÑA SÁNCHEZ. ESTADO CARABOBO SE-
NADORES: E. CONDE FLORES, PABLO DOMÍNGUEZ. DIPU-
TADOS: RAMÓN PIMENTEL, CARLOS PÍO ANZOLA, W. BRICEÑO 
M., R. M. CLEMENTE, ALBERTO J. WALLIS. ESTADO COJE-
DES SENADOR: D. BRASCHI CAZORLA. DIPUTADOS: MANUEL 
MONTENEGRO, LISIS MERCHÁN, SIMÓN CAMEJO. ESTADO 
FALCÓN SENADORES: ROBERTO GARCÍA, R. GÓMEZ PERAZA. 
DIPUTADOS: LEÓN AGUILAR, JOSÉ ANTONIO LINARES, ALEJAN-
DRO MARTE, HIJO, ÁNGEL LARRALDE. ESTADO GUÁRICO SE-
NADORES: J. A. HERNÁNDEZ RON, MAXIMIANO CASANOVA. 
DIPUTADOS: TOMÁS SARMIENTO, ILDEFONSO ITRIAGO CHACÍN, 
H. TOLEDO TRUJILLO, SIMÓN NÚÑEZ ORTIZ, J. M. VALERO. ES-
TADO LARA SENADORES: M. SILVEIRA, LUIS FELIPE BLANCO. 
DIPUTADOS: JESÚS PACHECO ROJAS, M. A. GRANADO, I. A. OR-
TIZ, HORACIO BRICEÑO A. ESTADO MÉRIDA SENADORES: M. 
ORDÓÑEZ, F. V. GUTIÉRREZ. DIPUTADOS: A. BAPTISTA QUE-
VEDO, LUIS PARRA S., LOPE TEJERA. ESTADO MIRANDA SE-
NADORES: JUAN R. GUERRA, N. ACOSTA POLEO. DIPUTADOS: 
AVELINO RAMÍREZ, AMÍLCAR FONSECA, M. AROCHA NAVARRO, 
PEDRO ACOSTA DELGADO. ESTADO MONAGAS SENADOR: 
B. CARVAJAL MADRID. DIPUTADOS: M. J. GORNÉS MAC PHER-
SON, H. TROCONIS. ESTADO NUEVA ESPARTA SENADORES: 
F. A. VÁZQUEZ, F. CONTRERAS TROCONIS. DIPUTADO: ALEJAN-
DRO IRAZÁBAL. ESTADO PORTUGUESA SENADORES: JUAN 
ANTONIO GUILLÉN, M. L. RON PEDRIQUE. DIPUTADOS: E. S. LA-
RRALDE, LUIS CHURIÓN, PEDRO JOSÉ GODOY. ESTADO SU-
CRE SENADORES: E. OCHOA, CARLOS M. CASTILLO. DIPU-
TADOS: I. LARES RUIZ, RAFAEL VELÁZQUEZ, RAFAEL GARCÉS 
ÁLAMO. ESTADO TÁCHIRA SENADOR: SAMUEL DARÍO MAL-
DONADO. DIPUTADOS: BENJAMÍN GONZÁLEZ, MARCO JULIO 
TORRE, SAMUEL E. NIÑO. ESTADO TRUJILLO SENADORES: 
JOSÉ A. TAGLIAFERRO, JUAN J. CARRILLO GUERRA. DIPU-
TADOS: PAULO BRICEÑO I., JUAN JOSÉ MÁRQUEZ, RAFAEL CO-
RONADO. ESTADO YARACUY SENADORES: M. SPÓSITO BRI-
CEÑO, LUIS LIZARRAGA. DIPUTADOS: SANTIAGO BRICEÑO A., 
LUIS M. GARRIDO, A. PIETRI. ESTADO ZAMORA SENADORES: 

EZEQUIEL URDANETA, MANUEL SALVADOR ARAUJO. DIPU-
TADO: RAFAEL MONTENEGRO. ESTADO ZULIA SENADORES: 
RAMIRO ANTONIO PARRA, A. ACOSTA MEDINA. DIPUTADOS: 
CARLOS H. ARANGUREN, RAFAEL C. GÓMEZ, J. M. ARANDA, 
DAVID GIMÓN, HIJO. DISTRITO FEDERAL DIPUTADOS: SAL-
VADOR ÁLVAREZ MICHAUD, M. F. NÚÑEZ, C. BRAUN. EL SE-
CRETARIO DE LA CÁMARA DEL SENADO: C. DÍEZ DEL CIERVO. EL 
SECRETARIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS: A. PULIDO VILLA-

FAÑE. 

Palacio Federal, en Caracas, a 1 de julio de 
1925. Año 116 de la Independencia y 67 de la 
Federación 

CÚMPLASE, J. V. GÓMEZ. REFRENDADA, EL MINISTRO DE RE-
LACIONES INTERIORES, PEDRO M. ARCAYA. REFRENDADA, EL 
MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES, P. ITRIAGO CHACÍN. 
REFRENDADA, EL MINISTRO DE HACIENDA, M. CENTENO GRAU. 
REFRENDADA, EL MINISTRO DE GUERRA Y MARINA, C. JIMÉNEZ 
REBOLLEDO. REFRENDADA, EL MINISTRO DE FOMENTO, ANTO-
NIO ALAMO. REFRENDADA, EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS, 
TOMÁS BUENO. REFRENDADA, EL MINISTRO DE INSTRUCCIÓN 
PÚBLICA, RUBÉN GONZÁLEZ.
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